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DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. CASO Nº 12. INVALIDEZ NO CONTRIBUTIVA
D. Wang Fu, de nacionalidad china, nació en 1952, y se trasladó a España en 1988, donde trabajó, sin los pertinentes permisos y autorizaciones, hasta 2004, momento en el que, por fin, consiguió una autorización para trabajar gracias a un proceso de regularización. En mayo de 2004 el Sr. Fu abrió un establecimiento hostelero, del que era dueño, pero las continuas pérdidas económicas le llevaron a cerrar el negocio en el año 2006. Entre 2006 y 2009 el Sr. Fu se trasladó a Portugal, donde abrió otro establecimiento hostelero, pero en diciembre de 2009, siendo diagnosticado como enfermo de cáncer de ojos, regresó a España, convenientemente autorizado para residir, donde inició un tratamiento de radioterapia. Pese al tratamiento, el Sr. Fu perdió la vista –presumiblemente con carácter definitivo-, como acreditaba un informe médico de junio de 2010. 
Consta probado que el Sr. Fu vive con su esposa Heitong y con su hermano Li y su cuñada Mei. Además, paga los estudios de sus hijos Jet y Kim, de 22 y 17 años respectivamente, que están cursando estudios en la Universidad de Cambridge.
En el año 2009, constan las siguientes percepciones económicas (se desconocen los ingresos totales de 2010, aunque hasta junio de 2010 el Sr. Fu ha obtenido unos ingresos de 1.000 euros):

D. Wang Fu: 500 euros procedentes de los intereses que producen los 100.000 euros que tiene en el banco.

Dª Heitong Fu: 4.000 euros procedentes de un trabajo por cuenta ajena

Dª Jet Fu: 1200 euros (beca escolar)

D. Li Fu: 6000 euros (trabajo por cuenta propia)
Dª Mei Fu: sin ingresos.

D. Kim Fu: sin ingresos.

1- ¿Tiene Wang Fu derecho a alguna prestación de Seguridad Social si la solicitud se produce el 17 de junio de 2010? 
2- Hipotéticamente, ¿cuál sería la duración y la cuantía?

3- Hipotéticamente, ¿cuándo comenzarían los efectos económicos si la solicitud de prestación se produjera el 17 de junio de 2010? 
JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS DE LA PRÁCTICA

La asignatura, al igual que la propia Seguridad Social en España, ha sido concebida y diseñada tomando como punto de referencia principal las prestaciones de carácter contributivo. Esas prestaciones se caracterizan por elevar a determinantes los requisitos de afiliación, alta y período de carencia, así como por calcular el importe de las prestaciones a partir de las bases de cotización acreditadas en un período inmediatamente anterior al hecho causante.

Las prestaciones de carácter no contributivo, en cambio, se asientan sobre pilares completamente diferentes, puesto que su objetivo, a diferencia de las prestaciones contributivas, no consiste en sustituir las rentas del trabajo que temporal o definitivamente se dejan de percibir, sino la de atender a un estado de necesidad (pensiones no contributivas) o al exceso de gastos que provocan los hijos (prestaciones familiares).

El alumno ha de ser consciente de esas diferencias, y debe distinguir nítidamente entre los requisitos de acceso, la forma de cálculo de la cuantía y las compatibilidades o incompatibilidades de unas y otras prestaciones, que se dirigen a colectivos muy distintos, y cuentan con una serie de peculiaridades que aconsejan que el alumnado deba reflexionar sobre ellas en las prácticas.
Las pensiones no contributivas de invalidez y jubilación tienen un régimen jurídico análogo, de modo que podría plantearse una práctica con rasgos similares bien el tema relativo a la incapacidad permanente, bien en el dedicado a la pensión de jubilación. En la propuesta que aquí se defiende se ha optado por ubicar la práctica en el tema de incapacidad permanente, lo que supondría realizar hasta cuatro prácticas en ese marco, frente a la única práctica prevista en el tema de jubilación. Razones sistemáticas, por tanto, podrían aconsejar que se sustituyera la práctica sobre invalidez no contributiva por una de jubilación no contributiva, con la que podrían lograrse los mismos objetivos. 

Sin embargo, la invalidez no contributiva suscita alguna problemática adicional que no está presente en la jubilación no contributiva, ya que las incompatibilidades no son estrictamente coincidentes, y el grado de minusvalía podría repercutir en la cuantía de la pensión. Además de esa razón de fondo, la opción aquí defendida también se justifica a partir de una finalidad pedagógica, ya que si se detectasen dificultades para la adecuada comprensión del régimen jurídico de las pensiones no contributivas, y de su diferencia con el de las prestaciones contributivas, podrían solventarse en la ulterior explicación teórica de la pensión de jubilación no contributiva, sin descartar la conveniencia de realizar una práctica específica que clarificase definitivamente las dudas.

Como objetivo particular, esta práctica pretende que el alumno se familiarice con las normas de coordinación en materia de Seguridad Social aprobadas por la Unión Europea. Las situaciones transnacionales provocan múltiples conflictos en la práctica, y el estudiante debe comenzar a vislumbrar esa problemática. La totalización de períodos de cotización o residencia podría introducirse en una práctica relativa a prestaciones de la modalidad contributiva, pero también cabe ese recurso en las prácticas sobre prestaciones no contributivas. 
PROPUESTA DE SOLUCIÓN

1- ¿Tiene Wang Fu derecho a alguna prestación de Seguridad Social si la solicitud se produce el 17 de junio de 2010? 
En el momento en que el interesado pierde la vista se hallaba, indudablemente, afiliado al Sistema de Seguridad Social, pero no se encontraba de alta real. El supuesto ni siquiera insinúa que tras su retorno a España comenzase una actividad profesional, pues sólo estaba autorizado a residir. Comoquiera que sufre una enfermedad común, la única posibilidad para acceder a las prestaciones de incapacidad permanente en la modalidad contributiva consistiría en cumplir los requisitos de acceso desde una situación de no alta, esto es, un mínimo de quince años de carencia genérica (art. 138.3 LGSS). El interesado acredita únicamente dos años de cotización en España, y aun cuando sean susceptibles de totalización los períodos de trabajo y cotización en Portugal, en ningún caso cumple con tan exigente requisito.
Por consiguiente, el Sr. Fu sólo podría optar a una pensión de invalidez no contributiva. Su nacionalidad, china, no es obstáculo para ser beneficiario de esa pensión, puesto que las limitaciones previstas en el art. 7.4 LGSS son inaplicables por mor del art. 14 de la Ley Orgánica, 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, que reconoce a los extranjeros residentes el «derecho a acceder a las prestaciones y servicios de la Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles».
Para tener derecho a esa prestación es necesario, en primer lugar, que el solicitante tenga una edad comprendida entre los 18 y los 65 años, lo que se cumple en este supuesto, ya que el Sr. Fu tiene 58 años. En segundo lugar, debe reunirse un requisito de residencia, puesto que el interesado ha de «residir legalmente en territorio español y haberlo hecho durante cinco años, de los cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de la pensión» [art. 144.1.b) LGSS]. 
El Sr. Fu acredita en España dos años de residencia legal entre 2004 y 2006 y seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud. En consecuencia, no parece satisfacer los requisitos. Sin embargo, a partir de las normas de coordinación de la Unión Europea se llega a una solución distinta. El Reglamento 883/2004, que lleva a cabo esa tarea de coordinar los sistemas de Seguridad Social de los distintos Estados Miembros, establece en su art. 6 que «salvo disposición en contrario del presente Reglamento, la institución competente de un Estado miembro cuya legislación subordine: 

- la adquisición, la conservación, la duración o la recuperación del derecho a las prestaciones, 

- la admisión a una legislación, o

- el acceso o la exención del seguro obligatorio, voluntario o facultativo continuado, 

al requisito de haber cubierto períodos de seguro, de empleo, de actividad por cuenta propia o de residencia, tendrá en cuenta, en la medida necesaria, los períodos de seguro, de empleo, de actividad por cuenta propia o de residencia cubiertos bajo la legislación de cualquier otro Estado miembro, como si se tratara de períodos cubiertos bajo la legislación que dicha institución aplica».

En consecuencia, la Entidad Gestora (la competencia ha sido transferida a las CCAA) debería considerar como tiempo residido en España el período de residencia en Portugal. Esas normas de coordinación se aplican a los nacionales de Terceros Estados desde el Reglamento (CE) n° 859/2003 del Consejo, de 14 de mayo de 2003. Ese Reglamento procedió a una ampliación del ámbito personal del Reglamento 1408/71, cuyas disposiciones se mantienen vigentes para los nacionales de Terceros Estados. No obstante, en materia de totalización de períodos de residencia en las pensiones no contributivas las reglas del Reglamento 1408/71 son sustancialmente equivalentes a las previstas en el Reglamento 883/2004. En este sentido, el art. 10 bis.2 del Reglamento 1408/71 dispone que «la institución de un Estado miembro cuya legislación supedite el derecho a las prestaciones contempladas en el apartado 1, al cumplimiento de períodos de empleo, de actividad profesional por cuenta propia o de residencia tendrá en cuenta, en la medida necesaria, los períodos de empleo, de actividad profesional por cuenta propia o de residencia cumplidos en el territorio de cualquier otro Estado miembro como si se tratase de períodos cumplidos en el territorio del primer Estado miembro». 
Sumando el tiempo de residencia en Portugal al tiempo en España, es claro que el solicitante cumple tanto la carencia genérica como la específica a efectos de la pensión de invalidez no contributiva [SSTJCE Swaddling (de 25-2-1999, asunto C-90/1997)]. Por supuesto, el tiempo en el que el Sr. Fu estuvo en España sin el amparo de una autorización para residir no computa a estos efectos [vid. STSJ de Cataluña de 9-7-2002 (recurso 9546/2001)].
El siguiente requisito exigido por el art. 144 LGSS consiste en que el solicitante esté afectado por una minusvalía o por una enfermedad crónica, en un grado igual o superior al 65%. En la medida en que la enfermedad ha derivado en ceguera, resulta evidente que este requisito concurre. No hay necesidad, en este punto, de que el alumno fundamente extensamente esta cuestión, que depende prácticamente en exclusiva de una valoración médica.
El último requisito entronca con el estado de necesidad, típico de las pensiones no contributivas. El interesado debe carecer de rentas o ingresos suficientes, medidos sobre un doble módulo: individual y familiar. Respecto del límite de rentas individual, el solicitante ha de contar con ingresos anuales inferiores a los que le proporcionaría la pensión no contributiva; si este requisito no se cumple, la solicitud debe ser denegada.

En presencia del requisito de límite de rentas individual, que se configura como sine qua non, debe calcularse un límite de rentas familiar, puesto que las pensiones no contributivas constituyen un último recurso. El límite de rentas familiar es equivalente a la cuantía, en cómputo anual, de la pensión, más el resultado de multiplicar el 70% de dicha cifra por el número de convivientes, menos uno. Esa cantidad debe multiplicarse por 2,5 cuando la convivencia, dentro de una misma unidad económica, se produzca entre el solicitante y sus descendientes o ascendientes en primer grado. 

La cuantía de la pensión no contributiva de invalidez se sitúa en 4.755,80 para 2010 (art. 17 RD 2007/2009, 23 de diciembre). Se consideran rentas o ingresos computables «cualesquiera bienes y derechos, derivados tanto del trabajo como del capital, así como los de naturaleza prestacional». El concepto de rentas o ingresos obliga a excluir el dinero en metálico depositado en el banco, pero no los beneficios que produce, en este caso 500 euros anuales, que no alcanzan para superar el límite. Se desconoce el régimen económico matrimonial del Sr. Fu –que dependerá de la legislación china-, pero aunque ese régimen dispusiera que todos los ingresos y rentas de su esposa son suyos, no superaría el límite de rentas individual. 
En cuanto al concepto de unidad económica de convivencia, el art. 144.4 LGSS considera que existe «en todos los casos de convivencia de un beneficiario con otras personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquél por matrimonio o por lazos de parentesco de consanguinidad hasta el segundo grado». La STS de 19-5-2004 (recurso 1176/2003), con el fin de asentar un criterio unívoco que garantice la seguridad jurídica y que permita prevenir el fraude, sostiene que la unidad de convivencia legal «no coincide con el número de personas que, con aportación o no de sus recursos, pueden convivir en una determinada vivienda u hogar, ni con los que ligados por relaciones de parentesco mantienen esa convivencia. La noción legal es más estricta».
De este modo, formarían parte de la unidad de convivencia el solicitante, su esposa, su hermano y sus dos hijos. No así, en cambio, su cuñada, pues el parentesco por afinidad está excluido. Sus hijos se integrarían en la unidad de convivencia por existir dependencia económica, que puede sustituir a la convivencia física [STS de 14-10-1999 (recurso 4329/1998)], incluso aunque residan en países distintos, máxime en el ámbito de la Unión Europea. Así lo ha mantenido la jurisprudencia en materia de desempleo y de prestaciones por hijo a cargo, en una doctrina que puede extrapolarse sin dificultad a las pensiones no contributivas [SSTS de 11-4 y 3-5-2000 (recursos 2770/1999 y 331/1999) y de 21-1-2003 (recurso 152/2002)].
El límite de rentas familiar se calcularía, como se dijo, sumando el importe anual de la pensión más el resultado de multiplicar el 70% de dicha cifra por el número de convivientes, menos uno. Es decir, 4.755,80+[4x(70%4755,80)]. El resultado es 18.072,04, y debe multiplicarse por 2,5, puesto que en la unidad económica de convivencia hay menores de 18 años. En conclusión, el límite familiar de rentas asciende a 45.180,10 euros. Los ingresos totales de las personas que forman la unidad económica de convivencia se situarían en 15.700 euros –se computan los ingresos del año anterior-, cantidad muy inferior al máximo. Por consiguiente, también se cumpliría este requisito. 

Nótese que el límite de rentas familiar sería aún más alto si se estimase, como así podría derivarse sin dificultad del supuesto, que el interesado tendría derecho a un complemento del 50% por necesitar la ayuda de otra persona para realizar los actos más esenciales de la vida (art. 145.6 LGSS). El cálculo del límite de rentas tanto individual como familiar debería efectuarse tomando como parámetro no sólo el importe de la pensión, sino también el del complemento. 

2- Hipotéticamente, ¿cuál sería la duración y la cuantía?

La cuestión comienza con el adverbio «hipotéticamente» para que el alumno la responda independientemente de que considere que el solicitante no tiene derecho a pensión alguna. Ha de evitarse que un error inicial derive en una concatenación de respuestas que no permitan cumplir los objetivos de la práctica, y por ello conviene reconducir siempre al alumno de forma tal que se enfrente a los problemas fundamentales de cada institución.

Respecto de la duración, el solicitante tendrá derecho a la pensión en tanto se sigan reuniendo los requisitos. El art. 7 RD 357/1991, de 15 de marzo, contempla como causas de extinción las siguientes: 

a) Pérdida de su condición de residente legal o traslado de su residencia fuera de territorio español por tiempo superior a noventa días a lo largo de cada año natural.
b) Mejoría de la minusvalía o enfermedad crónica padecidas que determine un grado inferior al 65 %.
c) Disponer de rentas o ingresos suficientes.
d) Fallecimiento del beneficiario.
La cuantía de la pensión no contributiva de invalidez, como se dijo, se eleva a 4.755,80 anuales, aunque esa cantidad debe incrementarse en un 50%, al cumplirse los requisitos fijados en el art. 145.6 LGSS para disfrutar del complemento. No obstante, el art. 145.2 LGSS establece que la pensión es compatible «con las rentas o ingresos anuales de que, en su caso, disponga cada beneficiario, siempre que los mismos no excedan del 25% del importe, en cómputo anual, de la pensión no contributiva. En caso contrario, se deducirá del importe de la pensión no contributiva la cuantía de las rentas o ingresos que excedan de dicho porcentaje». En el peor de los casos, pensión sin complemento, el 25% de 4.755,80 euros es 1.188,95, cantidad que el solicitante no supera, de modo que tendría derecho a la pensión íntegra.
3- Hipotéticamente, ¿cuándo comenzarían los efectos económicos si la solicitud de prestación se produjera el 17 de junio de 2010?
El hecho causante de las pensiones no contributivas se entiende producido en la fecha de la solicitud. Sin embargo, los efectos económicos comienzan «a partir del día primero del mes siguiente a aquél en que se presente la solicitud» (art. 146 LGSS). En consecuencia, los efectos económicos se iniciarían en el caso propuesto el 1 de julio de 2010.
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